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Infraestructura
El acuerdo no incluye un apartado específico sobre infraestructura, pero incorpora elementos en su construcción 

normativa que promueven la inversión en áreas específicas, y en este caso en la infraestructura vinculada a 

recursos estratégicos.

El rol de la infraestructura dentro del acuerdo debe entenderse como parte de un entramado normativo más 

amplio, que conforma una etapa superior del desarrollo de macrosistemas técnicos coloniales en América Latina, 

y en Argentina en particular. Estos sistemas se estructuran fundamentalmente en áreas como transporte, energía 
y comunicaciones, y se desarrollan en función de las necesidades de los principales centros de producción, 

en detrimento de las necesidades locales. A este tipo de configuraciones se las denomina infraestructuras 

extractivistas.

El acuerdo también crea un marco propicio para la injerencia de 

corporaciones y agencias de financiamiento de Estados Unidos en 

materia de infraestructura. Esto se da en un contexto en el que se 

disputa el control de las principales vías de comercio, como la 

hidrovía Paraguay-Paraná, y en el que existe una correspondencia 

directa entre este tipo de marcos normativos y los procesos de 

licitación y definición de proyectos. De este modo, el acuerdo no 

solo regula inversiones, sino que habilita determinadas discusiones 

y orientaciones en torno a la infraestructura.

Esto se inscribe en una dinámica más amplia del comercio global, en la 

que la logística se organiza en función de la circulación de mercancías, 

considerando que alrededor del 80% del transporte mundial se realiza 

por vía marítima y fluvial. Es el transporte naval quien organiza y reorganiza 

constantemente los flujos. En este escenario, la infraestructura adquiere un rol central en 

la organización del territorio y en la inserción en los circuitos globales.

En los últimos años, China ha avanzado de manera significativa en la inversión en infraestructura en la región, 

vinculada a la apropiación de recursos estratégicos, a través de iniciativas como la Franja y la Ruta y el rol del 

Banco Asiático de Inversión en Infraestructura. En aproximadamente una década, más de 20 países de América 

Latina se han incorporado a estas iniciativas, y se han desarrollado numerosos proyectos de infraestructura en la 

región. En este contexto, Estados Unidos busca reforzar su posición en materia de inversión e infraestructura en 

América Latina.
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El acuerdo se inscribe en esta disputa geopolítica. El artículo 5.1.1 establece que Argentina debe permitir y facilitar 

la inversión de Estados Unidos en su territorio para explorar, explotar, extraer, procesar, transportar, distribuir 

y exportar minerales críticos y recursos estratégicos, y proveer generación de energía, telecomunicaciones, 

transporte y servicios de infraestructura en términos no menos favorables que los que se otorguen a los 

inversionistas nacionales. Esto implica la aplicación del principio de trato nacional y contempla la posibilidad de 

destinar recursos a obras de infraestructura que garanticen el ingreso de las empresas estadounidenses a sectores 

estratégicos.

A su vez, el acuerdo incorpora un esquema de financiamiento que combina inversión pública y privada. Se establece 

que Estados Unidos trabajará a través de sus instituciones, como el Banco de Exportaciones e Importaciones y la 

Corporación Financiera Internacional para el Desarrollo, para considerar el apoyo a la financiación de inversiones 

en sectores críticos en Argentina, en colaboración con el sector privado estadounidense. De este modo, la 

infraestructura se organiza como un activo orientado a generar renta previsible para fondos de inversión, bancos 

y otros actores financieros, lo que suele implicar contratos de largo plazo, subsidios y garantías públicas.

En conjunto, el acuerdo configura un escenario en el que la infraestructura se organiza en función de la extracción 

y exportación de recursos, con una fuerte participación de actores externos y con efectos sobre la planificación 

del territorio y el uso de recursos públicos.

Datos
El acuerdo incorpora disposiciones sobre comercio digital y circulación de datos, un aspecto central en la economía 

actual. Estas definiciones no son accesorias: tienen efectos directos sobre la regulación de Internet, el control de la 

información y el funcionamiento de los mercados digitales.

Desde sus inicios, Internet fue presentado como un espacio de libre 

circulación, asociado a la idea de un mercado abierto para el intercambio 

de bienes y servicios. Bajo esa lógica, se consolidó la idea de que debía 

mantenerse como un ámbito sin regulaciones. Sin embargo, lejos de 

generar igualdad de condiciones, esta ausencia de reglas favoreció la 

concentración: las empresas más grandes lograron apropiarse de ese 

espacio y consolidar posiciones dominantes a escala global.

En este contexto, las disposiciones del acuerdo apuntan a sostener ese 

esquema. Uno de los elementos centrales es el tratamiento de los datos. 

Los datos son bienes, aunque intangibles, y tienen un valor económico 

concreto. Sin embargo, a diferencia de otros bienes, pueden circular sin 

pagar impuestos en frontera, lo que les otorga una ventaja estructural en el 

comercio internacional.

El acuerdo refuerza este modelo al comprometer a Argentina a sostener un régimen en el que los productos 

digitales y los flujos de datos no estén sujetos a este tipo de regulaciones. Esto implica consolidar un esquema en 

el que un recurso estratégico circula sin cargas fiscales, reduciendo la capacidad del Estado para intervenir en la 

economía digital y limitando posibles fuentes de ingresos públicos.
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A su vez, el acuerdo establece restricciones a la capacidad regulatoria en aspectos clave. Por un lado, impide 

exigir el acceso a códigos fuente o algoritmos como condición para operar en el país, lo que limita la posibilidad de 

evaluar su funcionamiento o sus impactos. Por otro lado, restringe la posibilidad de exigir el almacenamiento local 

de datos, lo que dificulta el control sobre su uso y procesamiento.

En la práctica, estas disposiciones favorecen a las grandes empresas tecnológicas, que concentran el manejo de 

datos a escala global y operan en múltiples jurisdicciones. Al limitar las herramientas regulatorias, el acuerdo 

consolida un modelo en el que los datos —uno de los recursos más valiosos de la economía contemporánea— 

quedan bajo control de actores privados y externos.

En conjunto, esto implica una pérdida de capacidad para regular la economía digital, proteger información 

estratégica y definir políticas tecnológicas propias.

(Des)regulación
El acuerdo profundiza las garantías que los tratados de libre comercio 

suelen otorgar al capital transnacional, en este caso con un beneficio 

directo para las empresas estadounidenses. Este tipo de disposiciones 

no es nuevo, sino que retoma una lógica presente en acuerdos 

como el TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del Norte), 

el intento de firma del ALCA o las negociaciones con la Unión 

Europea. Sin embargo, en este caso se observa una intensificación 

de ese esquema, con un alineamiento más directo de la normativa 

argentina a las necesidades de las empresas de Estados Unidos.

En este sentido, el acuerdo recupera aspectos centrales del Tratado 

Transpacífico original (hoy TPP-11) impulsado durante el gobierno 

de Obama, del que posteriormente Estados Unidos se retiró bajo la 

administración de Donald Trump. Varios de esos contenidos —en particular en 

materia de propiedad intelectual y regulación— reaparecen en este acuerdo con Argentina, consolidando un 

modelo que refuerza la protección de las inversiones y de los derechos de las empresas transnacionales.



11

Uno de los elementos clave es el apartado sobre coherencia regulatoria, que promueve 

la armonización de la normativa interna con estándares internacionales, en la práctica 

alineados con los de Estados Unidos. Este enfoque no apunta a fortalecer regulaciones para 

garantizar derechos, sino a reducir o adaptar las existentes para que resulten compatibles con 

los intereses de las empresas. De este modo, las normas locales tienden a ajustarse a marcos 

definidos externamente.

El acuerdo también plantea que las regulaciones deben ser “transparentes”, “previsibles” y “participativas”. 

Sin embargo, esta participación no se orienta necesariamente a incluir a los sectores afectados por esas 

políticas, sino que abre espacios de intervención para actores con capacidad de incidencia, principalmente 

empresas. Esto puede reforzar la influencia corporativa en los procesos de toma de decisiones, favoreciendo 

sus intereses al momento de definir las normas.

La asimetría entre las partes se expresa de manera clara en compromisos específicos asumidos por Argentina. En el 

Anexo 3 del acuerdo se establece que el país trabajará para facilitar la inversión de empresas estadounidenses en 

proyectos de minerales críticos, acelerará la aprobación de proyectos elegibles bajo el RIGI, fomentará la inversión 

pública en infraestructura vinculada a estos sectores y priorizará a Estados Unidos como socio comercial y de 

inversión en minerales como el litio y el cobre. Estas disposiciones refuerzan la orientación del acuerdo hacia 

sectores estratégicos y consolidan un tratamiento preferencial para un país en particular.

Este posicionamiento también tiene una dimensión geopolítica, ya que implica una toma de partido en la disputa 

entre Estados Unidos y otros actores, como China, en torno al acceso a recursos estratégicos. En este contexto, la 

priorización de inversiones estadounidenses introduce tensiones con los compromisos asumidos por Argentina en 

otros acuerdos de inversión vigentes.

Por último, las disposiciones vinculadas a las inversiones establecen que las empresas extranjeras deben recibir 

un trato justo, estable y previsible. En la práctica, esto implica que las políticas públicas no deben afectar sus 

expectativas de ganancia. Cuando una medida —por ejemplo en materia ambiental, sanitaria o productiva— es 

percibida como un obstáculo, puede ser cuestionada como injustificada o discriminatoria. Dado que Argentina 

mantiene acuerdos de inversión con numerosos países, la implementación de mecanismos preferenciales para 

inversores estadounidenses podría ser interpretada como un trato discriminatorio por parte de otros inversores, 

habilitando la posibilidad de controversias en instancias internacionales como el CIADI.
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